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Exp.- 690/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE 690/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL GOBIERNO DEL ESTADO

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a veintitrés de enero de dos mil veinte.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 690/2019/2, promovido por el C. **********, contra actos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecisiete de julio del dos mil diecinueve, el C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, respecto de los actos consistentes en:

“a) la teórica multa impuesta por las autoridades demandadas

(…)

Que se dé la existencia de una sanción administrativa, la cual fue pagada bajo el número de rubro **********, sin embargo dicha multa que es la que por esta vía se impugna, la cual quedo específicamente señalada en el inciso a) del capítulo de actos impugnados, no le ha sido notificada a mi representado, que se dé la existencia de ella, mas no conozco física ni materialmente, ni el contenido, ni su fundamento, ni la individualización de la sanción y que haya sido emitida por autoridad competente, por lo cual niego lisa y llanamente tener conocimiento de ella con fundamento de los artículos 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí…”

2.- Por auto de fecha cinco de agosto del dos mil diecinueve, y toda vez que el C. **********, señalo como acto impugnado el siguiente:

“I.- Acto administrativo impugnado:

“a) La teórica multa impuesta por las autoridades demandadas”. 

Ahora bien, el actor refiere en su demanda, que dicha multa fue pagada bajo el número de rubro **********; manifestando que la misma no la ha sido notificada por parte de las autoridades demandadas, por lo que niega lisa y llanamente tener conocimiento de dicha multa”

Para el efecto de determinar lo que en derecho procediera  respecto de la procedibilidad de su demanda, y toda vez que en el apartado IV de los HECHOS de su demanda, manifestó que desconocía la sanción administrativa que impugnaba, la cual refirió fue pagada bajo el número de rubro **********, sin que precisara la fecha y la autoridad ante quien realizó dicho pago, por tanto y para el efecto de contar con elementos que permitieran fijar correctamente la litis del juicio, se requirió a la parte actora para que exhibiera el original y/o copia certificada y/o copia simple del recibo de pago con número de rubro **********, o bien manifestara el impedimento legal que tuviera para cumplir con dicho requerimiento, apercibido que de no cumplir con el mismo se desecharía su demanda.

3.- Por auto de fecha veintiuno de agosto del dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora del juicio por contestando el requerimiento que se le formuló por auto de fecha cinco de agosto del dos mil diecinueve, y en el cual manifestó lo siguiente: 

“Que se realizó el pago ante la Secretaría de Finanzas para que pudiera liberar mi vehículo, sin embargo, no se me dio la multa por lo cual hasta la fecha se sigue sin conocer la misma es por ello que se combatió en términos del artículo 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y no debe de correr el término para efecto de tener por presentada la demanda fuera de plazo puesto que tal aspecto se va a dilucidar hasta que se exhiba la resolución debidamente notificada, por lo cual me encuentro en imposibilidad de exhibir documento en el cual se acredite en qué fecha tuve conocimiento de la multa, puesto que se REITERA desconozco la multa ya que no me fue notificada, misma que combatí en términos del artículo antes mencionado, por lo cual me tendré por sabedor y conoceré del acto una vez que la autoridad formule la contestación correspondiente y este H. Tribunal dicte sentencia y se resuelva que seré sabedor en la fecha que se me dé a conocer por la autoridad”

En virtud de lo anterior, se le tuvo al actor por hechas las manifestaciones vertidas para los efectos legales a que hubiera lugar, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el referido proveído, por lo que se procedió a acordar el escrito inicial de demanda interpuesto por la parte actora en donde preciso como acto impugnado el siguiente:

“I.- Acto administrativo impugnado:

“a) La teórica multa impuesta por las autoridades demandadas”. Multa que refiere el actor en su demanda, fue pagada bajo el n´mero de rubro **********.

Manifestando desconocer lisa y llanamente el acto impugnado, motivo por el cual solicitó conforme lo dispuesto por el artículo 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le diera tramite a la demanda, y una vez que dicho acto le fuera dado a conocer por las autoridades demandadas, junto con sus respectiva notificación, estaría en posibilidad de controvertirla en vía de ampliación de demanda, en términos de lo dispuesto por el artículo 237 fracción II del citado Código

Por otra parte, señalo como autoridades demandadas a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado. 

En ese sentido se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del plazo legal al efecto establecido en los artículos 238 y 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran lo que a su derecho conviniera; así mismo se les requirió para que al momento de contestar la demanda remitiera los actos impugnados por el actor y así como las demás documentales que integraran el expediente administrativo que se haya formado con motivo de la emisión del mismo acto, apercibido que de no hacerlo, se le podrían aplicar en su perjuicio alguna de las medidas de apremio que establece el artículo 127 del citado Código.
4.- Por proveído de fecha dieciocho de septiembre del dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, ordenándose correrle traslado a la parte actora para los efectos legales a que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, y en virtud de que la parte actora en su escrito inicial de demanda, con fundamento en el artículo 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, manifestó: “Que se de la existencia de una sanción administrativa, la cual fue pagada bajo el número de rubro **********, sin embargo dicha multa que es la que por esta vía se impugna, la cual quedo específicamente señalada en el inciso a) del capítulo de actos impugnados, no le ha sido notificada a mi representado (SIC), que se de la existencia de ella más no conozco física ni materialmente, el contenido, ni su fundamento ni la individualización de la sanción y que  haya sido emitida por autoridad competente (…)” y por su parte, el Director de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, anexo a su contestación las constancias que integran los expedientes formados con motivo de las actas de retiro de vehículo no concesionarios/ no permisionarios de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho y primero de marzo de dos mil diecinueve, relativos a las multas que refiere le fueron impuestas al actor con motivo de la prestación de servicio de transporte público, sin la debida autorización del Ejecutivo del Estado; así mismo, de las contestaciones de cuenta se advirtió  que las autoridades demandadas, manifestaron que el actor interpuso su demanda fuera del plazo previsto por el artículo del Código Procesal en comento; se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles a efecto de que pudiera ampliar su demanda para los efectos previstos por el artículo 24 del Código Procesal en comento.

Motivo por el cual se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días, a efecto de que pudiera ampliar su demanda para los efectos previstos en los artículos 236 fracción II, 237fracciónes II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por último resulto improcedente conceder la suspensión solicitada por la parte actora, en virtud de que no se advirtió que intentara acreditar la necesidad para gestionar la medida peticionada, es decir, no expuso las razones que ameritaran la necesidad de otorgarla.

5.- Por auto de fecha veintiuno de octubre del dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran la ampliación de demanda y manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes.

6.- Por auto de fecha doce de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a  su derecho correspondiera.

Por último se señalaron las once horas del veintinueve de noviembre del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

7.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron presentadas por ninguna de las partes, finalmente se citó para dictar resolución.

.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho.
Así mismo, demostró su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las constancias que integran los expedientes formados con motivo de las actas de retiro de vehículo no concesionarios/no permisionarios de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho y primero de marzo de dos mil diecinueve, relativos a las multas que le fueron impuestas al actor con motivo de la prestación de servicio de transporte público, sin la debida autorización del Ejecutivo del Estado; documentales que fueron acompañadas por la diversa autoridad demandada Director de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, mismas que obran a fojas de la 46 a la 67 del expediente en el que se actúa.
Ahora bien, respecto del C. **********, en su calidad de Director de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, acredito su personalidad con el nombramiento expedido a su favor, por la Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 45 del expediente en el que se actúa. 

Respecto al C. **********en su calidad de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, acredito su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 29 del expediente en el que se actúa.
Las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
   TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de las constancias que integran los expedientes formados con motivo de las actas de retiro de vehículo no concesionarios/ no permisionarios de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho y primero de marzo de dos mil diecinueve, relativos a las multas que refiere le fueron impuestas al actor con motivo de la prestación de servicio de transporte público, sin la debida autorización del Ejecutivo del Estado
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que las diversas autoridades demandadas, al momento de producir su contestación de demanda hicieron valer la causal de sobreseimiento a que se refiere el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al sobrevenir la causal de improcedencia a que se refiere el artículo 228 fracción VI del citado Código, al señalar que la parte actora tuvo conocimiento de las multas impuestas por dicha autoridad, cuando menos en fechas trece de diciembre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo del dos mil diecinueve, por lo que interpuso el juicio de nulidad fuera del plazo que le concede el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, antes de resolver la causal de sobreseimiento hecha valer por la parte actora, se estima necesario establecer los antecedentes del presente asunto, lo cual se hace de la siguiente manera:


(i) La parte actora en su escrito inicial de demanda, señala como acto impugnado, la sanción administrativa, misma que fue pagada bajo el número de rubro **********, misma que manifiesta,  que no le fue notificada, ni sabía de su existencia, ni conocía física ni materialmente, ni el contenido, ni su fundamento, ni la individualización de la sanción, negando lisa y llanamente su conocimiento.


(ii) La diversa autoridad demandada Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado del San Luis Potosí, señala que el recibo de pago con número de folio  **********, es en donde se ve reflejado el rubro ********** mismo que refiere el acto como la multa de fecha veintiséis de marzo de dos mil diecinueve.

(iii) Por otra parte, la diversa autoridad demandada Director de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda manifiesta, que dentro de los expedientes de dicha secretaria, se advierte la existencia de dos  expedientes administrativos, el primero de ellos formado con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho, y el segundo, formado con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve.
(iv) Ahora bien, en ese sentido se tiene que precisar, que dentro del expediente formado con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve, existe el recibo de pago con número de folio ********** foja 65 del expediente en el que se **********, y del cual se desprende que se realizó bajo el rubro **********, documento que se digitaliza a continuación:

DIGITALIZACION
(iv) Ahora bien, en ese sentido se tiene que precisar, que por auto de fecha dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, se le otorgo a la parte actora el derecho de ampliar la demanda respecto de dos expedientes:  a) el primero de ellos formados con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho; y, b) el segundo formado con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve –acto que impugno desde el escrito inicial de demanda-.

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, se procede a resolver la causal de sobreseimiento hechas valer por las diversas autoridades demandadas, la cual, a juicio de esta Sala Unitaria, resulta ser fundada, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, es de tener en consideración que el artículo  228, fracción VI del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva  el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro; 

…”

Como se advierte, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en contra de las resoluciones que hayan sido consentidas, entendiéndose que hay consentimiento si no se promovió algún medio de defensa en los términos de las leyes respectivas.

Ahora bien, es de tener también presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cual dicta lo siguiente:

“ARTICULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actgualece alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

…”

El artículo anteriormente trascrito señala que el término de la presentación de la demanda ante el Tribunal de Justicia Administrativa, es en el plazo de treinta días hábiles, de conformidad con las siguientes hipótesis. 

1. Contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata;

2. al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos,

3. o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda, y el de ampliación, manifiesta desconocer la notificación, la existencia física y material, contenido, fundamento, individualización del cobro de los recibos  de pago con folio ********** los cuales obran a foja 54 y 65 del expediente en el que se actúa.

Por lo que manifiesta que tuvo conocimiento de dichos expedientes, hasta el día en que la autoridad demandada dio contestación a la demanda entablada en su contra, y acompaño en la misma, copia de los expedientes referentes a dichos pagos.

Sin embargo, de las constancias que integran dichos expedientes, se desprende que la parte actora tuvo conocimiento con anterioridad del pago de dichos recibos, ya que las actas de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, fueron llevadas a cabo con la propia parte actora.

Aunado a lo anterior, se desprende que es la propia parte actora la que con fecha tres de diciembre del dos mil dieciocho y cinco de marzo de dos mil diecinueve, realiza personalmente la comparecencia ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, en donde solicita la liberación del vehículo que le fue retenido en virtud de las actas de inspección anteriormente impugnadas, ya que el mismo fue retenido en virtud de prestar servicio público a título oneroso sin autorización para tal efecto, y en la que se le informa que se hace acreedor a diversa multa, realizando la digitalización de dichos documentos:

Acta de comparecencia respecto del recibo de pago con número de folio **********:

DIGITALIZACION
Acta de comparecencia respecto del recibo de pago con número de folio **********:

DIGITALIZACION
De las anteriores actas de comparecencia y de las cuales son antecedentes de los pagos que manifiesta realizó y que desconocía, se desprende que tuvo conocimiento de ellos el pasado tres de diciembre del dos mil dieciocho y cinco de marzo de dos mil diecinueve. 

Por otra parte, se debe de hacer mención que la parte actora en su escrito de ampliación de demanda, se limitó a realizar conceptos de impugnación en contra de las actas de inspección de los expedientes anteriormente referidos, por no realizarse conforme al procedimiento que marca la ley; y por otra parte a manifestar que en las actas de comparecencia anteriormente digitalizadas, se le condiciono su firma a cambio de la liberación de su vehículo; situación que confirma lo asentado por las autoridades demandadas, que con fecha tres de diciembre del dos mil dieciocho y cinco de marzo de dos mil diecinueve, tuvo conocimiento de las mismas.

Ahora bien, y en este orden de ideas, se debe de apreciar que de los hechos anteriormente relatados, y en especial de las pruebas ya valoradas, se desprende que contrario a lo manifestado por la parte actora, los actos controvertidos, fueron de su conocimiento, específicamente con las actas de comparecencia de fechas tres de diciembre del dos mil dieciocho, y cinco de marzo del dos mil diecinueve.

Por lo que dicho conocimiento de los actos impugnados, son suficientes para que la parte actora se encontrase dentro del supuesto mencionado en el inciso b), fracción I, del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, es decir, que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

Visto lo anterior, es de resolver que en el caso que nos ocupa se desprende que el acto más reciente del que tuvo conocimiento fue el pasado cinco de marzo de dos mil diecinueve, motivo por el cual se encuentra dentro de la hipótesis contemplada en el inciso b), fracción I, del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, es decir que debió de haber presentado su demanda ante este Tribunal dentro de los 30 días hábiles siguientes a aquel en que tuvo conocimiento del acto reclamado.

Por lo que en ese sentido, y tomando en consideración que el juicio de nulidad que en este acto se resuelve, fue presentada el pasado diecisiete de julio del dos mil diecinueve, resulta claro, que paso en exceso el término de treinta días establecido en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado.
En base a esto, tenemos que los treinta días para la presentación de la demanda transcurrieron durante los días 6, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 19, 20, 21, 22, 25, 26, 27, 28 y 29 de marzo de dos mil diecinueve; 1, 2, 3, 4, 5, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16 y 22 de abril del dos mil diecinueve; por lo que su plazo feneció el veintidós de abirl del dos mil diecinueve; en el referido cómputo debemos de tener como excluidos los días 18 de marzo de dos mil diecinueve, 17, 18 y 19 de abril del dos mil diecinueve por haberse decretado suspensión de labores por el pleno de este Tribunal, así como los días 9, 10, 16, 17, 23, 24, 30 y 31 de marzo de dos mil diecinueve, y 6, 7, 12, 14, 20 y 21 de abril de dos mil diecinueve, por ser sábados y domingos, respectivamente.

Para una mayor explicación de lo anteriormente expuesto, en seguida se realiza la siguiente tabla:




MARZO 2019
	DOMINGO
	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO

	
	
	5

Tuvo conocimiento del acto impugnado
	6 
DIA 1
	7 
DIA 2
	8 
DIA 3
	9 INHABIL

	10 INHABIL
	11 
DIA 4
	12 
DIA 5
	13 
DIA 6
	14 
DIA 7
	15 
DIA 8
	16 INHABIL

	17 INHABIL
	18 INHABIL 
	19 
DIA 9
	20 
DIA 10
	21
DIA 11
	22
DIA 12
	23
INHABIL

	24
INHABIL
	25
DIA 13
	26
DIA 14
	27
DIA 15
	28
DIA 16
	29
DIA 17
	30
INHABIL

	31
INHABIL
	
	
	
	
	
	





ABRIL 2019
	DOMINGO
	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO

	
	1 
DIA 18
	2 
DIA 19
	3 
DIA 20
	4 
DIA 21
	5 
DIA 22
	6
INHABIL

	7
INHABIL
	8
DIA 23
	9
DIA 24
	10
DIA 25
	11
DIA 26
	12
DIA 27
	13
INHABIL

	14
INHABIL
	15
DIA 28
	16
DIA 29
	17
INHABIL 
	18
INHABIL 
	19
INHABIL 
	20
INHABIL

	21
INHABIL
	22 
DIA 30
FENECE TERMINO
	
	
	
	
	


En las relatadas condiciones, si la demanda fue presentada ante la Oficialía de Partes de este Tribunal, el pasado  diecisiete de julio del dos mil diecinueve, es evidente que la misma fue presentada extemporáneamente, en cuanto al acto más reciente, que fue el acta de comparecencia de fecha cinco de marzo del dos mil diecisiete, y por ende, la misma suerte tiene el acta realizada con fecha tres de diciembre de dos mil dieciocho; por lo que el escrito inicial de demanda excedió del término legalmente establecido para su presentación.

En consecuencia, toda vez que la Actora presentó su demanda de manera extemporánea, en cuanto a los actos reclamados, consistentes en los expedientes formados con motivo del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho; y, con número de folio **********, de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve; se procede a dictar el sobreseimiento del presente juicio conforme al diverso numeral 228 fracción VI y 229 fracción II del mismo ordenamiento legal citado.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la Tesis de Jurisprudencia VI.3º.C J/60, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo XXII de diciembre de 2005, la cual a la letra dice:  

“ACTOS CONSENTIDOS SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, esta Sala Unitaria declara el sobreseimiento de este juicio, en virtud de que se trata de actos consentidos, de acuerdo con los fundamentos y razones que han quedado expuestos en el cuerpo de este Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracción VI, 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
